
CORRIENTES, veintiseis (26) de Julio de 2.013.- 

Y VISTOS: Estos autos caratulados: "ACEVEDO ESTELA C/PODER EJECUTIVO DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES Y/O ESTADO DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES S/AMPARO". Expte. N° 1594. 

Y CONSIDERANDO: EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DIEGO ROSENDO MONFERRER DIJO: 

1.- Que a fs. 2/4 vta. la Sra. Estela Acevedo promovió demanda de amparo contra el Poder Ejecutivo de la Provincia de Corrientes y/o contra el Estado provincial a fin de que se declare la nulidad y/o inconstitucionalidad del Decreto N° 2377/10 y se retrotraigan las cosas al estado anterior a su dictado.- 

Relata la amparista que en fecha 6 de Octubre del año 2009 se dictó el Decreto N° 1702/09 a través del cual se dispuso la recategorización de una serie de agentes dependientes del Ministerio de Salud Pública y que de acuerdo al organigrama aprobado por Decreto n° 402/09 se reubicó a la actora en la Jurisdicción 04-Ministerio de Salud Pública. Que posteriormente se dicta el Decreto 174/09 suspendiendo provisoriamente los efectos del Decreto 1702/09, alegándose que el mismo contendría ciertas "irregularidades". Finalmente, unos meses después, se dicta el Decreto 277/10 -ahora impugnado- por medio del cual el Poder Ejecutivo deja sin efecto las reubicaciones detalladas en el Anexo II -donde figura la accionante- de acuerdo con lo establecido en el art. 92 del Código de Procedimientos Administrativos de la Provincia, declarándolas jurídicamente inexistentes con los alcances previstos en los arts. 174, 187, 188 y cctes de la ley 3460. 

Afirma que el procedimiento utilizado por la Administración ha sido arbitrario e ilegal toda vez que para declarar jurídicamente inexistente un acto administrativo debe acreditarse irregularidades graves y groseras que afecten los elementos esenciales del mismo. Vicios que, según afirma, no se encuentran presentes en el caso del Dcto. 1702/09. 

Agrega que en su caso la Administración debió solicitar la anulación a través de la Acción de lesividad conforme lo previsto en el art.184 de la ley 3460, toda vez que ya se habían generado derechos subjetivos a favor de los administrados. 

En suma, concluye que la Administración obró en forma arbitraria al haber retirado un acto de oficio, sin recurrir a la jurisdicción, siendo que el mismo generó derechos subjetivos a favor de su parte, violentándose así las garantías procesales y el derecho constitucional de propiedad.- 

Por todo ello, solicita que se haga lugar a la acción de amparo declarándose nulo y/o inconstitucional el Decreto en pugna y se disponga retrotraer las cosas a su estado anterior, con expresa imposición de costas. 

2.- A fs. 33/34 vta. se declaró formalmente admisible la acción y se ordenó producir el informe de ley (art. 8 ley 2903). Que a fs. 42/48 el Estado de la Provincia de Corrientes contesta demanda, a través de sus apoderados, solicitando el rechazo de la acción incoada. Manifiestan que la actora ha intentado obtener infructuosamente el reconocimiento del derecho que invoca por distintos medios. Así menciona que ha promovido una acción cautelar autónoma ante el juzgado contencioso administrativo y que la misma ha sido desestimada incluso por el Superior Tribunal de Justicia. Argumentan que la acción de amparo debe ser desestimada por extemporánea y por ausencia de arbitrariedad e ilegalidad manifiesta. Señalan además que la actora no ha logrado desvirtuar la "presunción de legitimidad" que ostentan los actos administrativos. 

Luego de cuestionar la idoneidad de la vía, cumple con brindar el informe de ley expresando que el Decreto N° 1702/09 había dispuesto la reestructuración de la planta permanente del Ministerio de Salud Pública -otorgando nuevas categorías escalafonarias- en forma masiva sin tener en cuenta si los agentes reunían los requisitos establecidos por la ley para el cambio de categoría. Que por ello se suspendió provisoriamente sus efectos y se dispuso un examen particular de cada caso.De acuerdo con el informe elaborado por la UNNE, el Ministerio de Salud Pública realizó una verificación de los antecedentes de cada agente para determinar si correspondía o no confirmarlos en la clase o categoría otorgada por el Dto. 1702/09. Razón por la cual aquello agentes que, como la actora, no reunían los requisitos requeridos para mantener la nueva categoría fueron repuestos a su estado anterior de revista. 

Concluyen que el Decreto N° 1702/09 no cumplía con los recaudos previstos por la ley para recategorizar válidamente a la actora, motivo por el cual se declaró la inexistencia jurídica del mismo y se procedió a dictar un nuevo acto administrativo donde se confirmó únicamente a aquellos agentes que revestían las condiciones del nuevo cargo. Por último destacan que la actora no tiene ningún derecho adquirido que pueda ser invocado, ya que la "estabilidad" en el empleo no es lo mismo que "inamovilidad". 

3.- A fs. 54 se decretó la apertura a pruebas y a fs. 302 se dispuso su clausura, luego de comprobarse que se han producido las ofrecidas por las partes (documental de la actora y oficio al Ministerio de Salud Pública y al Juzgado Contencioso Administrativo ofrecido por la demandada), llamándose autos para sentencia. 

4.- Que abordando el análisis sustancial de la causa, advierto que el presente caso es análogo al resuelto por el Superior Tribunal de Justicia in re "VALLEJOS SUSANA BEATRIZ C/  PODER EJECUTIVO DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES  Y/O ESTADO DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES S/ AMPARO" (Sentencia N° 86, del 10/05/2013) donde el Máximo Tribunal Local, efectuando un cambio de criterio, ha desestimado la acción de amparo promovida en contra del mismo Decreto 1702/09 objeto de esta demanda. 

En dicha ocasión, el Dr.Carlos Rubín -luego de sintetizar los antecedentes- concluyó que no surgía en forma evidente que "la amparista sea titular de algún derecho subjetivo que justifique su reparación a través del amparo". Y ello así, porque "el cargo en el que pretende ser repuesta a través de la presente acción fue dejado sin efecto por decreto 2377/10 fundado en normas legales, situación que evidencia, a mi modo de ver, que el accionar del poder administrador no fue ejercido en forma manifiestamente ilegal ni arbitraria que justifique la procedencia de la acción de amparo". 

Agregó que "no logró acreditarse en la especie que la reestructuración orgánica dispuesta por la Administración haya sido realizada con manifiesta arbitrariedad o ilegalidad, de modo tal que su pretensión pueda ser acogida en la acotada vía del amparo. Ello vigoriza la improcedencia de la acción por la ausencia de arbitrariedad e ilegalidad manifiesta, argumentación que resulta conducente para desestimar el recurso de apelación examinado en tanto no resultan acreditados los extremos legales que viabilizan este excepcional andarivel procesal". - 

5.- Teniendo en cuenta el criterio del Alto Cuerpo, resulta conveniente observar el principio de economía procesal emitiendo un pronunciamiento armónico a fin de evitar que "los justiciables se vean sometidos a una actividad antifuncional o inútilmente dispendiosa a sabiendas del criterio contrario del Tribunal de Casación ad quem" (del voto del Dr. Farizano in re Cabrera Cantalicio, Alberto c. Jacobo, Carlos A. y otros; STJ Corrientes, 2004/09/17; publicada en La Ley Litoral, año 9, N° 3; Abril de 2005; pp.249/250). 

Me permito simplemente agregar que la acción aquí deducida también resulta reprochable desde el punto de vista de sus elementos configurativos toda vez que -por definición- el amparo es concebido como un instituto creado para servir de eficaz remedio tuitivo de los derechos constitucionales (Palacio, "La pretensión de amparo en la reforma constitucional de 1994, LL, 1995-D-1237), y en el caso sub examen el derecho invocado por la accionante no reviste tal entidad. 

Ello así, pues si bien el debido proceso es una garantía constitucional, la acción de amparo -para ser atendida- no debe limitarse a señalar el supuesto vicio incurrido por la administración en la revocación del acto administrativo sino que además debe demostrar de qué manera eso ha influido en la tutela de su derecho subjetivo. Pues si por hipótesis de trabajo se admitiera que la administración debió acudir a la acción judicial para obtener la anulación del acto (acción de lesividad), ello no significa que el amparista tuviera derecho a ser reubicado en el cargo pretendido pues para ello deben acreditarse una serie de requisitos legales (arts. 222 y 265 de la ley 4067) entre los cuales cabe mencionar la exigencia de título habilitante (nivel universitario o terciario del área conforme lo expresado en el Decreto en pugna) condición que, huelga aclarar, no reúne la amparista.- 

En otras palabras, lo que la actora debió demostrar era su derecho a ocupar el cargo con la categoría que reclama y por consiguiente a la retribución pretendida, pues de lo contrario su alegación se circunscribe a una mera defensa de las formas y ello, claro está, no alcanza a satisfacer el extremo constitucional de la lesión.6.- En consecuencia, siendo que el criterio del Superior Tribunal de Justicia se mantiene vigente y que en mi opinión no se configura una lesión constitucional que justifique la tutela judicial que por este acto se pretende es que habré de propiciar el rechazo del amparo promovido en autos. 

7.- En orden a lo expuesto, de ser compartido este voto, corresponderá: RECHAZAR la acción de amparo promovida por la Sra. Estela Acevedo, con costas a su cargo. ES MI VOTO. 

A LA MISMA CUESTION EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS ANIBAL RODRIGUEZ DIJO: Que por una cuestión de economía procesal y siendo el caso casi idéntico a los autos: "VALLEJOS SUSANA BEATRIZ C/PODER EJECUTIVO DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES Y/O ESTADO DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES S/AMPARO", Expte. N° EDC - 1407/12 del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, fallo del 10-05-2013, pronunciamiento por el cual se cambia el criterio hasta ese momento seguido por dicho cuerpo, me adhiero al voto que antec ede por tal fundamento. 

Por todo ello, S E R E S U E L V E : 1°) RECHAZAR la acción de amparo promovida en autos por la Sra. Estela Acevedo. 2°) COSTAS a la amparista. 3°) INSERTESE copia, regístrese, notifíquese y consentida que fuere, devuélvase al Juzgado de origen.
